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Oralidad de Medellín   

Instancia  Segunda Sentencia nro 31 

Ponente Juan Carlos Sosa Londoño 

Decisión Confirma 

Tema Responsabilidad contractual. 
Solidaridad. Curiosa la manera como la 
parte actora quiere establecer entre todas 
las sociedades demandadas una 
solidaridad por pasiva que dice, no surge 
por el contrato, sino que, interpretando 
sus expresiones, deben ser establecidas 
en la sentencia, olvidando los 
presupuestos para la prosperidad de la 
responsabilidad contractual.  
 
En efecto, esta decantado  que en 
procesos de este jaez, se debe acreditar 
(i) la existencia de un vínculo concreto 
entre quien demanda reclamando que 
existió un comportamiento inapropiado  
frente a las prestaciones convenidas, y 
que el demando es la persona a quien se 
le imputa tal comportamiento; (ii)  que 
dicha conducta no es otra que la 
inejecución o ejecución tardía o 
defectuosa de la obligaciones que por 
mandato del acuerdo o por mandato del 
legislador hace parte del vínculo, en otras 
palabras un incumplimiento culposo; y (iii)  
que el daño cuya reparación dineraria 
reclama, es una ventaja que hubiera 
obtenido (daño)de no mediar la relación 
de causalidad entre incumplimiento y 
daño.  
 
Sin embargo, para las intenciones de los 
actores, aquello no es suficiente; es 
menester que haya existido solidaridad 
entre todos los obligados, y frente a ello 
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2021-101         
 

SALA CUARTA DE DECISION CIVIL 
 
Medellín, veintisiete (27) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

no puede obviar que el artículo 1568 del 
C. Civil es claro en señalar las fuentes de 
la solidaridad. 
 
La primera, la más importante, puesto 
que quienes son capaces de contraer 
obligaciones la utilizan para adaptarla a 
los fines que persiguen, por manera que 
los acreedores se protegen de los 
deudores, obligándolos individual y 
colectivamente a pagar la prestación que 
con ellos han convenido. Esta se divide a 
su vez, en dos: la convencional, que en la 
contenida en los contratos y acuerdo de 
voluntad de entre las partes y la segunda, 
llamada voluntad testamentaria, 
contenida obviamente en el testamento.  
 
La solidaria también puede tener venero 
en la ley, cuando los legisladores han 
creado ficciones con el propósito de 
proteger a la sociedad o bien común, 
como medio de sanción.  
 

Solidaridad entre contratista e 
interventor en contrato de obra 
pública. Consejo de Estado. Por 
manera que no se trata, como 
pretendieron los recurrentes cuando 
citaron la anterior providencia, que 
simplemente el juez sin tener en cuenta 
marco normativo alguno establezca 
solidaridad entre los contratantes que 
celebran contratos independientes con la 
entidad pública o particular en este caso. 
Siempre, como lo dijo el apoderado de 
Airplan S.A. al descorrer el traslado en 
esta instancia, sea cual sea la figura que 
el apelante pretendía que se aplicara, 
responsabilidad solidaria contractual, 
solidarismo o cualquiera otra, presupone 
la prueba de un contrato entre cada uno 
de los demandantes y Airplan, lo que no 
está probado en el proceso, la que dicho 
sea de paso tampoco surge de las 
comunicaciones recibas por la 
concesionaria y remitida a Ingelel. 
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Se decide por la Sala Civil del Tribunal el recurso de apelación 

que interpusieran Transporte y Maquinaria GNR S.A.S., 

Materiales Agregados y Transportes S.A.S. y Wilmer Fernando 

Piedrahita Carvajal en contra de la sentencia proferida el 13 de 

diciembre de 2021, por el Juzgado Primero Civil del Circuito de 

Oralidad de Medellín, dentro del proceso verbal de 

responsabilidad civil contractual que promovieron en contra de 

Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S., Ingelel S.A.S. y Airplan 

S.A.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. En la demanda que obra a folios 1 a 7 (Archivo #1), solicitó la 

parte demandante que se hicieran las siguientes declaraciones: 

 

“PRIMERA: Que, se declare que entre los aquí demandantes y las 

demandadas existió un contrato verbal de prestación de servicios a 

todo costo para la ejecución de la obra del Aeropuerto Olaya Herrera 

de la Ciudad de Medellín, aportando suministros de materiales de obra, 

alquiler de equipos, con su respectivo personal, acarreo de materiales 

y retiro de escombros. 

 

“SEGUNDA: Que, declare que entre los demandantes y sociedades 

aquí demandadas existe una responsabilidad contractual y solidaria, 

toda vez que fueron las generadoras por acción u omisión, de causar 

los perjuicios ocasionados a mis poderdantes, que hasta la fecha 

persisten. 

 

“TERCERA: De acuerdo a las anteriores declaraciones solicito se 

condene a las sociedades demandadas de manera conjunta o 

solidariamente por la figura de la responsabilidad solidaria a cancelar a 

favor de: 

 

(i) WILMER FERNANDO PIEDRAHITA CARVAJAL la suma 

$130.759.400,00, más los intereses moratorios que deberán ser 
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liquidados a la tasa máxima legal permitida, representadas en las 

siguientes facturas detalladas en la demanda  

 

(ii) a pagar a la sociedad MATERIALES AGREGADOS Y 

TRANSPORTES S.A.S., la $49.757.274,90; más los intereses 

moratorios que deberán ser liquidados a la tasa máxima legal 

permitida, representadas en las facturas debidamente relacionada. 

 

 

(iii) a pagar a la sociedad TRANSPORTE Y MAQUINARIA GNR 

S.A.S., por la suma $15.425.000,00; más los intereses moratorios que 

deberán ser liquidados a la tasa máxima legal permitida, representadas 

en las facturas de que da cuenta la demanda. 

 

“CUARTO: Que se condene en costas y agencias en derecho a la 

parte demandada”. 

 

2. La confusa narración fáctica que se plasmó en la demanda 

impone que el Tribunal compendie el sustrato de los pedimentos 

de la siguiente manera: 

 

a) Airplan S.A., es concesionaria del aeropuerto Olaya Herrera de 

Medellín en los términos del contrato de concesión No 

8000011OK del 2008. 

 

b) La concesionaria, con la finalidad de adelantar construcción de 

redes de acueducto y alcantarillado en los hangares del 

aeródromo celebró con Ingelel S.A.S. el contrato número 001-03-

01-44-55/2014.  

 

c) La contratista a su vez, y para cumplir con las obligaciones a su 

cargo celebró contrato verbal con Construcciones y Proyectos 

C.A. S.A.S.  

 



5 

05001 31 03 001 2019 00163 01 
 

d) Para el año 2014 los demandantes se comprometieron, 

verbalmente, con la empresa Construcciones y Proyectos C.A. 

S.A.S. e Ingelel S.A.S. a prestar sus servicios y suministro de 

materiales, equipos, acarreos, botada de escombros fuera de la 

obra 

 

e) Durante la ejecución de la obra los actores cumplieron a su 

cargo, pero las sociedades anteriores no efectuaron los pagos 

generados en su favor. Lo anterior generó requerimiento a los 

deudores incumplidos y además a la contratante iniciar Airplan 

S.A., lo que llevo a los accionantes a promover la presente 

acción., resaltando que el monto adeudado está representado en 

recibos y facturas allegados con la demanda. 

 

f) Para el mes de noviembre de 2014 se presentó derecho de 

petición al Consorcio Interventoría Aeropuertos encargado de la 

interventoría de la obra, el que dio respuesta el 23 de dicho 

destacándose que dentro del contrato de interventoría No. 049, 

clausula 1.3, literal c se expresó: que las instrucciones, ordenes 

y/o recomendaciones impartidas por el interventor al 

concesionario se ceñían de conformidad con lo establecido en el 

contrato de concesión y la cláusula 106 de dicha convención 

“subcontratos, refiere que el concesionario  es el púnico 

responsable ante los concedentes por la celebración de 

subcontratos”.  

 

g) De conformidad con lo anterior, las accionadas deben ser 

vinculadas, individualmente, solidaria conjuntamente por lo 

siguiente: 

 



6 

05001 31 03 001 2019 00163 01 
 

(i) Ingelel S.A.S. por haber intercedido por para la contratación de 

los servicios de suministro, en beneficio de las obras civiles 

realizadas en el Olaya Herrera. 

 

(ii) Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S., por ser la empresa 

subcontratada por Ingelel S.A.S. en la búsqueda de los 

demandantes y a todo costo y de las labores ya detalladas. 

 

(iii) Airplan S.A. por ser la concesionaria y haber subcontrato con 

Ingelel S.A.S., por cuanto a partir de la celebración del contrato de 

concesión adquiere la calidad de solidaria y obligada 

contractualmente en relación con el contratista y subcontratistas 

(cláusulas 21, 23, 45, 63, 64, 106 y 115 del contrato de concesión 

que establece la solidaridad). 

 

Además, Airplan S.A. se beneficia patrimonialmente del servicio y 

materiales aportados por los demandantes.  

 

h) Efectuado derecho de petición a la Aeronáutica Civil se dio 

respuesta indicando que en el contrato de concesión se había 

establecido que los riesgos inherentes a la concesión, entre los 

cuales se encuentra los relacionados con las labores, y de 

subcontratistas son a cargo de la concesionaria (cláusula 22 y 

45.58). 

 

i) En el mismo sentido la Agencia Nacional de Infraestructura 

respondió la petición de los actores que de conformidad con la 

cláusula 45. 8 del contrato de concesión, los concedentes le 

informan que tipo de contratos que celebran los subcontratistas 

son responsabilidad exclusiva del concesionario, que revisados 
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los archivos no aparece ninguno suscrito con los actores, por lo 

que darían traslado de la reclamación a Airplan S.A. para que 

informara acerca de las actuaciones procesales y los planes de 

acción que se están adelantando al respecto.  

j) Como resultado de la práctica de pruebas anticipadas en 

especial  

interrogatorio de parte a los representantes legales de las 

sociedades demandadas resultó declaración de confesos por 

respuestas evasivas y/o por la ausencia no justificada a la 

audiencia en que debía evacuarse la prueba. 

 

3. Notificado el auto admisorio a la sociedad Operadora de 

Aeropuertos Airplan S.A. a través de apoderado judicial, se 

pronunció sobre los hechos del libelo, manifestando en lo 

relevante que no le constaba que en el año 2014 los 

demandantes se hubieran comprometido con las demás 

accionadas a prestar un servicio y suministro de materiales, pues 

no hizo parte de ninguna relación comercial con ellos y, por ende, 

nunca hizo pago alguno.  

 

Que la relación jurídica que la ata a Ingelel S.A.S. no la hace 

responsable solidariamente de las obligaciones derivadas de los 

contratos celebrados por aquella. Explicó que, no es la propietaria 

de los hangares del aeropuerto Olaya Herrera, sino concesionaria, 

y que quien obtiene el beneficiario es el propietario. Afirmó haber 

cumplido con todas las prestaciones que tenía a su cargo.  

 

Propuso las excepciones de mérito que denomino: Inexistencia de 

algún contrato entre Airplan y los demandantes, por no verificarse, 

entre otros, principalmente el elemento consentimiento; 
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Cumplimiento por parte de Airplan del contrato no. 001- 03-01-44-

55/2014 celebrado con Ingelel, Ausencia de responsabilidad 

solidaria entre Airplan y los demandantes; efecto relativo de los 

contratos; prescripción de las facturas que se pretenden cobrar en 

el presente proceso; el perjuicio para que sea indemnizable debe 

ser cierto y inexistencia de la obligación de tener que asumir 

intereses de mora.  (Archivo #32) 

 

Las sociedades Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S. e Ingelel 

S.A.S., fueron vinculadas mediante curador Ad litem, el que 

oportunamente se opuso a la totalidad de las pretensiones, 

proponiendo como excepciones de fondo las de prescripción y la 

genérica. (Archivo #47) 

 

4. Durante la audiencia inicial prevista en el artículo 372 del C. 

General del Proceso compareció al trámite el representante legal 

de la sociedad Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S. (Archivo 

75) 

 

II. SENTENCIA APELADA 

 

El Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de Medellín en 

audiencia celebrada el 13 de diciembre de 2021, declaró probada 

la excepción de mérito de inexistencia del contrato entre Airplan y 

los demandantes, y la de ausencia de todos los elementos 

estructurales para la existencia de un contrato de prestación de 

servicios a todo costo con las demandadas. 

 

Para decidir de esa manera señaló inicialmente que debía 

determinar la existencia de los siguientes requisitos: (i) si existió o 

no un contrato verbal de prestación de servicios éntrelas partes; 
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(ii) de haber existido, si se presentaba una responsabilidad 

contractual o solidaria por los perjuicios causados y (ii) cumplido 

lo anterior, se procedería estudiar la procedencia del pago de los 

dineros reclamados, junto con los correspondientes intereses.   

 

Frente al primer requisito el a quo señaló que se debía probar los 

elementos que permitieran establecer la existencia y validez del 

contrato verbal servicios y suministro: objeto, causa, 

determinación precisa de las partes, forma de pago, la calidad de 

los materiales que se requerían para la obra, las garantías 

contractuales establecidas, las obligaciones generales y 

específicas de ambas partes, cláusulas penales, causales de 

suspensión, renovación del contrato. 

 

Afirmó entonces que los actores sostuvieron que el contrato se 

soportaba en las facturas y recibos allegados a la demanda, 

concluyendo que esas piezas documentales eran insuficientes 

para probar la existencia de la relación jurídica fundante de las 

pretensiones. 

 

En el mismo sentido, lo expresado en los interrogatorios absueltos 

por las partes tampoco permitían deducir la existencia de aquella 

convención y que la prueba testimonial recaudada, a pesar de 

provenir de quienes son o han sido subordinados de los 

demandantes, nada aportaron acerca de los elementos del 

contrato, fechas y cantidades entre otros aspectos relevantes para 

a prosperidad de las pretensiones. 

 

Sin embargo, hizo referencia al contrato de concesión para 

afirmar que de su clausulado no se desprendía responsabilidad 
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alguna en favor de terceros; que existía en favor de los 

concedentes, los que no eran parte en este proceso. Negadas así 

las pretensiones de la demanda, condenó en costas y agencias 

en derecho a la parte demandante en favor de la parte 

demandada. 

 

 

III. LA IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con la decisión, la providencia fue recurrida por el 

apoderado de la parte actora, expresando en la audiencia que:  

 

(i)  La decisión netamente exegética, porque se centró más en un 

contrato de prestación de servicios, pero poco trató la 

responsabilidad solidaria, “la que no ha que firmar en un contrato, 

ni hablarla en un contrato verbal” -sic-  

 

(ii) El juez desnaturalizó las pruebas. el señor Kamar Cariuty 

Representante Legal de Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S 

(demandado) reconoció la existencia de un contrato verbal; Ingelel y el 

Cariuty manifestaron que Airplan habían incumplido, y la prueba 

documental acredita que hubo un detrimento patrimonial para los 

actores  

 

(iii) El juez no estudió la extensión de la solidaridad, entre la relación 

de Airplan, Ingelel y los demandantes, insiste en que no se tuvo en 

cuenta que la declaración de Cariuty y de los testigos, como la 

contadora, son coincidentes.   

  

En esta instancia el recurrente dio cumplimiento a lo previsto en el 

entonces Decreto 806 de 2020, artículo 14, sustentación que se 

compendia así  
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(i) Indebida interpretación de la norma sustancial y a los derechos 

constitucionales., 

El art. 71 de la Ley 222 de 1995, habla de las reglas relativas a la 

responsabilidad solidaria; mirando, así las cosas, se incorporan los 

requisitos de lo que es un contrato verbal de obra:  

 

Índole del trabajo (de funciones). Los actores prestaron un servicio 

como fue recolección de escombros, aporte de materiales y transporte, 

alquiler de maquinaria a todo costo, de las cuales se beneficiaron 

económicamente Ingelel, Airplan, Construcciones y Proyectos C.A. 

S.A.S,  

 

Sitio donde ha de realizarse el trabajo. se ejecutó en los Hangares 

del Aeropuerto Olaya Herrera donde la empresa Airplan funge como 

concesionaria y administradora del mismo aeropuerto. 

 

Cuantía y forma de remuneración, unidad de tiempo, obra 

ejecutada, por tarea, a destajo u otra cualquiera: está probado que 

los demandantes cumplieron y contrataron de manera verbal los ítems 

descritos e incorporados como medios de prueba con la presentación 

de la demanda. 

 

Periodo de pago. Se acreditó, con prueba testimonial y documental 

(las facturas) y de manera relevante en el interrogatorio rendido por el 

demandado Kamar Cariuty Representante Legal de Construcciones y 

Proyectos C.A S.A.S. 

 

La duración del contrato: iba hasta la terminación de la obra, incluso, 

es de advertir que probado está, que Airplan por medio de su 

representante, solicitó a mis poderdantes extender ese contrato 

obligándose a responderles por las divergencias presentadas frente al 

contratista Ingelel y el subcontratista Kamar Cariuty Representante 

Legal de Construcciones y Proyectos C.A S.A.S.,  

 

Hizo el recurrente una amplia exposición de la que llamó 

“Responsabilidad Solidaria Contractual del ámbito civil, no de la 

comercial como lo presentaron los demandados en su tesis, la 

cual erróneamente fue acogida por el Señor Juez de instancia en 

su fallo”. En efecto consideró que esa solidaridad,   
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 “también llamada subsidiaria o mancomunada que proviene de una 

defraudación o un ilícito que se concreta por el incumplimiento de 

reconocimiento o pago de la prestación comprometida frente a unos 

terceros lo cual debe probar el daño que fue causado, en este caso a 

los demandantes que al interior del proceso y del expediente demostró 

con las pruebas documentales y testimoniales, incluso con las 

presentadas por la parte demandada los perjuicios que se causaron a 

mis representados, del cual los demandados tuvieron conocimiento de 

hecho, y fueron negligentes en el cumplimiento de dichas obligaciones 

y que acá se demandan”.  

 

“… 

“La Responsabilidad Solidaria Contractual durante la etapa de 

ejecución del contrato, más allá de una obligación pasiva del respeto 

también incluye una obligación activa de colaborar con la realización 

del objeto del contrato, para este caso, la teoría de la imprevisión es un 

ejemplo que ilustra lo que puede considerarse como influencia en la 

Responsabilidad Solidaria en materia de contratos. 

 

“la declaración principal - de la demanda - que se solicitaba estaba 

cimentada y dirigida a que se declarara por el Señor Juez la existencia 

de una responsabilidad solidaria contractual, que se generó como 

causa de un hecho dañino, perjudicial y detrimento de unos 

demandantes que vieron como sus empresas caían en su actividad 

económica por culpa de unas actuaciones dolosas y que fueron 

probadas, pero, que, para el Señor Juez de instancia poco importó.  

 

“La solidaridad que se pregona dentro de la demanda y al interior de 

esta no está enmarcada dentro del ámbito laboral o de 

responsabilidades extracontractuales o descrita en los artículos 1495, 

1501, 2347 C.C nombrados por el Señor Juez en su sentencia, y la que 

acá se Apela en su Integralidad; como tampoco en el art. 1568 del 

mismo código; sino que debe resultar de la sentencia que se buscaba 

con esta demanda como lo trato en el hecho noveno de la misma, 

donde se debía declarar un contrato solidario entre los demandados 

por su misma responsabilidad en el hecho dañoso probado al interior 

de la demanda y reconocido de alguna manera por el Señor Juez  

 

Con fundamento en el artículo 2343 C. Civil sostuvo que, cuando son 

varios los responsables del hecho dañoso la víctima tiene derecho a 

“reclamar la indemnización total de cada uno de los obligados 

solidarios, o de todos a la vez, cuando eso sea posible, inclusive, por 

cómo se presentaron las cosas, y los testimonios rendidos en el 
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interrogatorio de parte, se puede decir, de alguna manera, que de parte 

de las mismas se violó el tipo penal”.  

 

“hubo una indebida interpretación que permitió la defraudación de unas 

empresas y/o personas naturales al servicio de otras y que el Señor 

Juez debió haber observado como lo hicieron todos los intervinientes 

en este proceso, que formó una cadena solidaria entre Airplan que 

conocía, como quedó demostrado o señalado, una reestructuración y 

futura liquidación Judicial de Ingelel, quien para subsanar dicho 

requisito de contratación incluye a una empresa creada por casualidad 

en la misma época, como era Construcciones y Proyectos CA S.A.S, 

para que sea él quien contrate a quienes Ingelel diga, y que les pague 

con el dinero que entrega Airplan…. 

 

“…el Señor Juez no profundizó realmente sobre lo que se pretendía; se 

limitó a interpretar la norma ligado a la Ley exclusivamente Comercial y 

no Sustancial, es decir, de la Rama Civil y los preceptos 

Constitucionales, interpretó indebidamente las normas que rigen la 

solidaridad contractual comercial ligada a la civil, y, olvidó que esta 

responsabilidad solidaria, surge de una Ley de la relación Contractual y 

no de los contratos que dieron origen a la responsabilidad solidaria.” 

 

“2. La indebida apreciación de la prueba por parte del Señor Juez 

de Instancia: parece ser que para poco o nada le interesó al Señor 

Juez en su valoración lo expresado en el interrogatorio de parte al 

Señor Kamar Cariuty Representante Legal de Construcciones y 

Proyectos CA S.A.S, acá demandado; quien señala bajo la gravedad 

de juramento, que, si existía un contrato verbal entre los demandantes 

frente a él y frente a Ingelel, que era en última instancia quien le 

indicaba a él a quienes contrataba,  

 

“Otra de las pruebas de alguna manera desvirtuada y mal valorada, 

dentro de los parámetros de la sana crítica es la que el Señor Juez en 

su fallo, y dentro de sus consideraciones, asegura de manera errónea 

que la Empresa Airplan, era una simple administradora del Aeropuerto 

Olaya Herrera, y, que aparentemente nada tenía que ver con las obras 

realizadas, cuando …no solamente era una administradora, sino que 

también tenía que hacer las adecuaciones necesarias y el 

mantenimiento de todo lo concerniente con el Aeropuerto Olaya 

Herrera de Medellín; y, probado está con suficiencia, que dentro de 

esas operaciones estaba la adecuación en sus instalaciones de los 

hangares de dicho Aeropuerto, entonces, cabe la pregunta: ¿estaban 

la sociedad Construcciones y Proyectos CA S.A.S, e, Ingelel y los 
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demandantes, colaborando con la administración del Aeropuerto, o, 

realmente como sucedía, estaban realizando unas obras materiales 

para Airplan que incluso tenían una vigilancia e interventoría de su 

parte?.  

 

“En la contestación de la demanda por parte de Airplan como 

demandada, dentro de sus pruebas anexan, una solicitud del señor 

Cesar Correa Mejía, Representante Legal para ese entonces de 

Compañía de Transportes y Maquinaria GNR S.A.S demandante 

(liquidada); donde pone en conocimiento de esta compañía en 

diciembre de 2014, el no pago de las obligaciones pactadas dentro del 

contrato verbal que se alega y desconocido por el Señor Juez de 

instancia con la Empresa Construcciones y Proyectos CA S.A.S;”  y  

con la contestación de la demanda de la demanda  se anexó 

comunicación  dirigida “al Representante Legal de Ingelel, y, como 

asunto incumplimiento de pagos a subcontratistas de Maquinaria 

pesada; óigase bien, SUBCONTRATISTA, donde la Ingeniera Cristina 

Osorio Arango, adscrita a Airplan para la época, advierte a Ingelel para 

en el término de cinco (5) días presentara el paz y salvo de dicho 

contrato; junto con las certificaciones de pago o un acuerdo de pago 

con estos subcontratistas, lo cual no tuvo cumplimiento por parte ni de 

uno ni del otro; ..” 

 

El apoderad de Airplan S.A. descorrió el traslado indicando en 

esencia que la figura del solidarismo que pretende el apelante que 

se aplique, hace alusión es a la carga de deber y/u obligación que 

recae entre las partes de un contrato, relacionadas con las 

conductas que se deben implementar tendientes al buen devenir 

del acuerdo. Por lo menos, dijo en lo que respecta a Airpaln, 

insiste en que no existió ningún contrato entre aquella y los 

demandantes. Por el contrario, se probó que sí hubo con uno de 

los demandados, en el que se le autorizaba subcontratar bajo su 

propia responsabilidad, prestaciones que fueron oportunamente 

pagadas, lo que no permite concluir que hubo un beneficio 

injustificado de los bines o materiales suministrados. 

 

III. CONSIDERACIONES 
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1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el 

ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en 

doctrina se conoce como presupuestos procesales porque en 

ellos estriba la validez de la relación jurídica procesal. Significa lo 

anterior que, en presencia de algún defecto de tales 

presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o bien, 

la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los 

presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, 

la competencia del juez, la capacidad de las partes y la 

legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a 

través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los 

anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En 

cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, 

reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como 

meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en 

principio para el impulso del proceso.  

 

2. Para entender adecuadamente el asunto, benéfico es 

comenzar rememorando que la acción reparatoria que acá se 

discute, fue organizada sobre tres supuestos fácticos bien 

definidos, en cuyos cimientos subyace la responsabilidad de las 

personas jurídicas demandadas a saber:  

 

(i) el de que para el año 2014 los demandantes se 

comprometieron, verbalmente, con la  empresa Construcciones y 

Proyectos C.A. S.A.S. e Ingelel S.A.S. a prestar sus servicios y  el 

suministro de materiales, equipos, acarreos, botada de 

escombros, actividades desarrolladas en la construcción de redes 

de acueducto y alcantarillado en los hangares del Aeropuerto 
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Olaya Herrera en virtud del contrato número 001-03-01-44-

55/2014, que habían celebrado Airplan S.A. (concesionaria del 

aeropuerto) e  Ingelel S.A.S.  

 

(ii)  Que los actores cumplieron las obligaciones a su cargo, pero 

no recibieron el pago de parte Construcciones y Proyectos C.A. 

S.A.S. e Ingelel S.A.S. 

 

(iii) Que las sociedades accionadas son solidariamente 

responsables ante los demandados, así: Ingelel S.A.S. por haber 

intercedido por para la contratación de los servicios de suministro, 

en beneficio de las obras civiles realizadas en el Olaya Herrera. 

Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S., por ser la empresa 

subcontratada por Ingelel S.A.S. en la búsqueda de los 

demandantes y a todo costo y de las labores ya detalladas; y 

Airplan S.A. por ser la concesionaria y haber subcontrato con 

Ingelel S.A.S., por cuanto a partir de la celebración del contrato de 

concesión adquiere la calidad de solidaria y obligada 

contractualmente en relación con el contratista y subcontratistas 

(cláusulas 21, 23, 45, 63, 64, 106 y 115 del contrato de concesión 

que establece la solidaridad),  a lo que sumo que era claro “que 

los subcontratistas y la concesionaria eran responsables ante 

terceros defraudados por las mismas y de alguna manera 

solidariamente ante estos..”. 

 

A lo que sumó que se trataba “ de una solidaridad imperfecta, que 

no surgía de la declaración de voluntad de las partes que se 

obligan a través de una convención o por virtud del testamento, es 

decir, no es la misma solidaridad de las obligaciones que 

establece el citado artículo 1568, sino que surge como resultado 
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de la sentencia que así la declara (la responsabilidad) y tiene 

como propósito vincular a los coautores del daño resarcible en 

una relación artificialmente indivisible, con el fin de brindar una 

protección  extraordinaria a la persona en favor de quien se 

produce la condena ante el riesgo de insolvencia de alguno de  

los condenados que se erigen en deudores de aquélla, de modos 

que la responsabilidad solidaria surge por pasiva. Esta teleología 

que informa el artículo 2343 del Código Civil, norma aplicable en 

el contexto de la responsabilidad por daños en el ámbito 

extracontractual y contractual” (hecho noveno). 

3.  Curiosa la manera como la parte actora quiere establecer entre 

todos las sociedades demandadas una solidaridad por pasiva que 

dice, no surge por el contrato, sino que, interpretando sus 

expresiones, deben ser establecidas en la sentencia, olvidando 

los presupuestos para la prosperidad de la responsabilidad 

contractual.  

 

En efecto, esta decantado  que en procesos de este jaez, se debe 

acreditar (i) la existencia de un vínculo concreto entre quien 

demanda reclamando que existió un comportamiento inapropiado  

frente a las prestaciones convenidas, y que el demando es la 

persona a quien se le imputa tal comportamiento; (ii) que dicha 

conducta no es otra que la inejecución o ejecución tardía o 

defectuosa de la obligaciones que por mandato del acuerdo o por 

mandato del legislador hace parte del vínculo, en otras palabras 

un incumplimiento culposo; y (iii) que el daño cuya reparación 

dineraria reclama, es una ventaja que hubiera obtenido (daño)de 

no mediar la relación de causalidad entre incumplimiento y daño.  
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Sin embargo, para las intenciones de los actores, aquello no es 

suficiente; es menester que haya existido solidaridad entre todos 

los obligados, y frente a ello no puede obviar que el artículo 1568 

del C. Civil, que es claro en señalar las fuentes de la solidaridad. 

 

La primera, la más importante, puesto que quienes son capaces 

de contraer obligaciones la utilizan para adaptarla a los fines que 

persiguen, por manera que los acreedores se protegen de los 

deudores, obligándolos individual y colectivamente a pagar la 

prestación que con ellos han convenido. Esta se divide a su vez, 

en dos: la convencional, que en la contenida en los contratos y 

acuerdo de voluntad de entre las partes y la segunda, llamada 

voluntad testamentaria, contenida obviamente en el testamento.  

 

La solidaria también puede tener venero en la ley, cuando los 

legisladores han creado ficciones con el propósito de proteger a la 

sociedad o bien común, como medio de sanción.  

 

4. Correspondía a Transporte y Maquinaria GNR S.A.S., 

Materiales Agregados y Transportes S.A.S. y Wilmer Fernando 

Piedrahita Carvajal probar, en primer lugar, la existencia del 

contrato verbal que afirmaron haber celebrado con 

Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S. e Ingelel S.A.S. y al 

efecto la prueba recaudada fue la siguiente. 

 

4.1. Kamar Cariuty representante legal de sociedad 

Construcciones y Proyectos C.A.  S.A.S., expuso (minuto 4:10 a 

18:40. Archivo 78) que la sociedad fue subcontratada por Ingelel, 

que conoció a “Wilmar en otros proyectos y los demás 

referenciados por Ingelel”, que no fueron contratados por él, 
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sino “todos son contratados y mandados por Ingelel hacía mí 

y yo me encargaba de distribuir pagos recibidos por Ingelel, 

que hacían ellos, todas las labores de transporte de material, 

suministro de material, entre otros” 

 

“…Yo era contratado por Ingelel para hacer todas las partes de 
revisión en la obra, recibir facturas de todos los que estuvieran, 
por decir así, contratados en el proyecto por ellos o por quien 
fuera y a su vez entregar reportes, ellos a su vez hacían pagos a 
mi persona dirigidos a esas personas, esa era la función mía”  “… 
Básicamente como se lo expresaron los demás, ellos tenían 
ciertos inconvenientes que ustedes ya saben, entonces yo era la 
figura que estaba en el intermedio tratando de supervisar la obra, 
recibiendo facturación, recibiendo todos los temas de pagos y 
enviándoselos a ellos, y ellos a su vez generaban pagos hacía mí 
cuando los hacían pocos para pagar a los demás, yo era el 
intermediario para los pagos”  “Sé que a Wilson se le hicieron un 
par de pagos y hasta ahí ellos dejaron de pagar, no se hicieron 
más pagos.  
 

“…Rumores sí, (de otros subcontratos con personas físicas y morales 

diferentes) pero no puedo asegurar nada, pero rumores sí, sé que 

hicieron mucho eso, ellos trataron de tapar los huecos con 

muchos de nosotros. No señor, (no me consta) lo que yo le diga es 

mentira, porque yo no vi contratos, yo no puedo asegurar por algo 

que no vi….  

 

(La relación con Airplan) La misma relación que estuvo comentando 

cada una de las personas indicadas de que estaba en la 

interventoría, estaba la misma abogada, que salía decir que no 

había problema de que continuáramos, pero contractualmente 

nosotros no éramos directos con ellos era Ingelel.  

 

Al ser cuestionado de si efectuó requerimiento a Airplan respondió 

que: 

 

 “Fui infinitas veces allá, tratando de hablar allá, fui una vez y 
hablé con el presidente de allá Aerocivil o algo, ellos siempre 
estuvieron dispuestos a decir que iban a responder, que no había 
ningún problema, entonces ya fui en otros términos con 
problemas de abogado y eso, ya ellos me decían no tenemos 
ninguna relación con usted, usted debe dirigirse a Ingelel, cuando 
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yo fui a Ingelel a tratar de revisar el proceso, es una empresa que 
tenía contratos de 40 mil o 50 mil millones, pero en deudas tenía 
100 mil o más y en activos 50 millones o algo así, no me 
acuerdo…  
 
Airplan hacía requisitos  “Todos desde ingreso de personal, desde 
registros delictivos a horarios, seguridad social, implementos de 
protección, todo eso, zonas de trabajo, ellos eran siempre lo que 
teníamos que hacer realmente, eran las personas que instruían en 
el aeropuerto, como laborar, todo….  
 

Supo que los actores fueron a Airplan 

 

 “en repetidas ocasiones allá, así mismo como lo hice yo y 

recibiendo el mismo mensaje, de que había dinero retenidos para 

hacer los pagos necesarios “ 

 

4.2.  César Wilson Correa Mejía representante legal de la 

sociedad demandante Transporte y Maquinaria GNR S.A.S. 

manifestó:  

 

“… inicialmente en base a lo acordado con Ingelel, 

Construcciones y Proyectos Civiles Amigables el ingeniero Kamar 

Cariuty siendo intermediario de la ejecución final del contrato 

entre Ingelel y Airplan nos recibiría y pagará…”. (minuto 22:01 a 

22:28. Archivo 77) 

 

4.3. En interrogatorio anticipado rendido por Rubiela Echavarría 

Peña representante de Ingelel S.A.S., el 24 de enero de 2017 

(archivo 14 pdf) señaló que contrató con la sociedad Materiales 

Agregados y Transportes S.A.S., y que si las facturas fueron 

recibidas es porque la sociedad cumplió con los servicios que 

estaba facturando.  

 

4.4. Efectivamente, todas las facturas relacionadas en las 

pretensiones de la demanda aparecen recibidas con el sello de la 

sociedad Construcciones y Proyectos CA S.A.S. (Archivo 3)  
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4.5. En comunicación enviada el 16 de diciembre por el 

demandante Wilmer Fernando Piedrahita Carvajal reconoce que 

ingresó a la obra por el ingeniero Kamar Cariuti dueño de 

Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S. y que no fue Airplan S.A. 

quien lo contrato. (Archivo 15)  

 

4.6. Nidia Rendón Lopera empleada de Materiales Agregados y 

Transportes S.A.S., por más de diez años. Auxiliar contable 

expuso que trabajaron en la obra del aeropuerto Olaya Herrera 

entre octubre de 2014 y hasta febrero de 2015, suministrando 

materiales. Era ella a quien los conductores entregaban los 

recibos a nombre de Airplan o Ingelel. Afirmó que le habían 

quedado debiendo cuatro (4) facturas a Construcciones y 

Proyectos Civiles. (archivo 79) 

4.7. Edwin de Jesús Salazar Fernández, conductor dijo que 

trabajó con Materiales Agregados y Transportes en el 2014 para 

Airplan y para Ingelel; que no conoció del contrato de su 

empleador, eso era entre ellos; así mismo, que recibía 

instrucciones de Airplan y de Ingelel, que el carné aeronáutico se 

lo suministraron previo a recibir unas capacitaciones de Airplan. 

(archivo 79) 

 

4.8. Orlando Argiro Pérez operador de maquinaria pesada, 

manifestó que trabajo con Trasportes y Maquinaria, haciendo 

redes de alcantarillado en el Aeropuerto Olaya Herrera. Empezó 

con Ingelel y sabe que no le pagaron a mucha gente; que allí 

Airplan le dio una inducción para obtener el pase aeronáutico, y 

través de Cristina Osorio revisaba todo, era la interventora, 

manejaba a obra, recibía, expresó, instrucciones suyas y de 

Ingelel.  (archivo 79). 
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5. Por manera que la prueba solo arroja la existencia de relación 

contractual entre Ingelel S.A.S. con las sociedades y Transporte y 

Maquinaria GNR S.A.S. y Materiales Agregados y Transportes 

S.A.S., en tanto Wilmer Fernando Piedrahita Carvajal, fue 

vinculado a su vez por Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S. 

 

Dejando claro que en modo alguno se discute aquí la solidaridad 

para el pago de salarios o prestaciones entre los contratantes, el 

contratista y el subcontratista, como lo expuso claramente la parte 

actora; para que surgiera la solidaridad por pasiva en materia civil 

como lo reclamó la censura, era menester que se pactara 

expresamente la solidaridad en aquellos que la doctrina llama 

contratos accesorios, y la prueba no acredita la existencia de 

solidaridad convencional alguna, entre Ingelel y Construcciones y 

Proyectos Civiles Amigables S.A.S. La segunda solo seguía 

instrucciones de la primera para recibir los pagos que efectuaba 

Airplan debido a que pasaba por una situación económica grave 

que le impedía recibir los pagos de Airplan S.A. y a su vez pagar a 

los subcontratistas de Ingelel S.A.S. 

 

6. Frente a Airplan, la sustentación marca una intención evidente: 

como Airplan S.A. nunca celebró contrato con los actores, se pide 

a la judicatura que se le declare solidaria por haberse 

“beneficiado” de las labores que los actores realizaron para 

Ingelel.  Es más, en la demanda se afirma que esa solidaridad 

tiene venero en las cláusulas 21, 23, 45, 63, 64, 106 y 115 del 

contrato de concesión. Dicho de otro modo, quiere la parte 

recurrente que el principio de la relatividad de los contratos que se 

aplica también al contrato de Concesión se extiende a ellos.  
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Sin embargo, aquello no pasa de ser una aspiración. Solo la 

cláusula 115 de ese ese contrato previo la solidaridad, pero no 

con el alcance que pretende la parte actora. Su contenido es 

claro:  

 

CLÁUSULA 115.- SOLIDARIDAD: El Operador de Aeropuertos que 

sirvió al Concesionario para acreditar el cumplimiento de los requisitos 

de técnicos y de experiencia dentro de la Licitación, y quien no 

participa en el capital del Concesionario de manera directa sino de 

forma indirecta, declara de manera expresa que asume con el 

Concesionario de manera incondicional y solidaria el cumplimiento de 

todas y cada una de las obligaciones que al Concesionario se le 

imponen en este Contrato relacionadas con la operación, explotación 

comercial, administración y mantenimiento de los Aeropuertos. En 

señal de aceptación de lo anterior, el Operador de Aeropuertos 

suscribe el presente Contrato y adjunta al mismo todos los documentos 

que acreditan su existencia y representación legal al igual que, en et 

caso de ser necesario, las autorizaciones legales, contractuales o 

societarias que le permiten asumir este compromiso, todo lo cual hace 

parte del Contrato como su Anexo No. -3. Igualmente hace suyas las 

declaraciones que aparecen bajo la Cláusula Vigésima Primera de este 

Contrato”. 

 

Esa cláusula es del siguiente tenor:  

 

CLAUSULA 21.- DECLARACIONES DEL CONCESIONARIO: El 
Concesionario declara que los siguientes hechos son ciertos y 
reconoce que su veracidad y existencia constituyen la causa 
determinante que induce a los Concedentes a celebrar el presente 
Contrato: 
 
21.1 CONSTITUClÓN Y VALIDEZ: El Concesionario (o sus integrantes 
en caso de consorcios o uniones temporales) está debidamente 
constituido y existe válidamente conforme a las leyes de su jurisdicción 
y se encuentra debidamente autorizado y en capacidad de asumir sus 
obligaciones para el ejercicio de actividades mercantiles por la 
naturaleza de sus actividades o por la propiedad u operación d1 sus 
bienes. 
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21.2 AUTORIZACIÓN, FIRMA Y EFECTO: La firma y el cumplimiento 
del presente Contrato por parte del Concesionario, así como la 
asunción de las obligaciones contempladas en este Contrato, han sido 
debidamente autorizados por la junta directiva u otro organismo de 
dirección competente del Concesionario y no se requiere ninguna otra 
acción o procedimiento de su parte para la validez del presente 
Contrato o para cumplir con las obligaciones contempladas en el 
mismo. El presente Contrato ha sido debida y válidamente firmado por 
representantes autorizados del Concesionario y crea obligaciones 
válidas, vinculantes y exigibles a cargo del Concesionario. 
 1 
21.3 AUTORIZACIONES DE AUTORIDADES EXTRANJERAS: la 
firma y el cumplimiento del presente Contrato por parte del 
Concesionario (i) no requiere autorización legal o reglamentaria de 
autoridad de cualquier país extranjero en el cual el Concesionario o 
algún accionista o integrante del Concesionario esté constituido o 
tenga su domicilio principal de negocios, distinta de aquéllas que ya 
han sido obtenidas, y (ii) no viola disposición legal o reglamentaria 
alguna en dicho Pals extranjero. 
 
21.4 CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO: No existen (i) leyes, 
decretos, reglamentos, normas, dictámenes, sentencias o restricciones 

provenientes de cualquier autoridad, (ii) disposiciones en los estatutos 
sociales del Concesionario, (iii) convenios, contratos u otros acuerdos 
de cualquier naturaleza que sean vinculantes para el Concesionario o 
que afecten cualesquiera de sus filiales o subsidiarias o sus bienes, ni 
(iv) acciones, juicios, investigaciones, litigios o procedimientos 
pendientes o inminentes ante órgano jurisdiccional, tribunal arbitral o 

autoridad gubernamental algunos, que prohíban, restrinjan, limiten, se 
opongan o, en cualquier forma, impidan la celebración, firma o 
cumplimiento de los términos y condiciones del presente Contrato por 
parte del Concesionario. 
 

21.5 EJECUCIÓN DEL CONTRATO: El Concesionario reconoce y 
acepta que durante la vigencia del Contrato se ceñirá a la normatividad 
que adopten las autoridades competentes. En consecuencia, los 
riesgos comerciales, ambientales, regulatorios, fiscales, técnicos, 
financieros y administrativos de la Concesión que no estén 
expresamente asignados a los Concedentes, correrán por cuenta 
exclusiva del Concesionario al igual que los que se deriven de cambio 
de legislación. 
 
21.6 CAPACIDAD ECQNOMICA Y TÉCNICA: El Concesionario 
dispone de la capacidad económica y técnica necesaria para llevar a 
cabo la explotación de la Concesión de acuerdo con los términos de 
este Contrato. El Concesionario cuenta con la capacidad requerida 
para manejar y mitigar los riesgos inherentes a la explotación de la 
Concesión y, por ello, a partir de la fecha de suscripción del Contrato el 

Concesionario asume los efectos derivados de los riesgos que se le 
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asignan expresamente en este Contrato, además de aquellos que se 
desprendan de otras cláusulas o estipulaciones de este Contrato o que 
se deriven de su naturaleza. 
 
21. 7 INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES: El Concesionario 
declara bajo la gravedad del juramento que no se encuentra incurso en 
ninguna de las causales de inhabilidad e incompatibilidad para 
contratar establecidas en la ley 80 de 1993 y las demás normas sobre 
la materia. 
 
21.8 PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE TRANSPORTE AÉREO DE 
PASAJEROS O DE CARGA: El Concesionario declara que ni él ni 
ninguno de sus vinculados presta, directa o indirectamente, servicios 
de transporte de pasajeros o de carga. 
 
21.9 INFORMACIÓN SUMINISTRADA Y PLAN DE NEGOCIOS: El 
Concesionario declara, además, que: 
 

(I) Ni la República de Colombia, ni el Ministerio de Transporte, ni la 
Aerocivil, ni el Municipio de Medellín, ni el AOH, ni la 
Gobernación de Antioquia, ni el Asesor, ni sus 
representantes, funcionarios, asesores o empleados, ni 
persona alguna que actúe en nombre de cualquiera de ellas, 
han hecho declaración o aseveración alguna, expresa o 
implícita, en cuanto a la integridad, exactitud y calidad de la 
información suministrada al Concesionario con ocasión de la 
Licitación, con excepción de la contenida en el Pliego de 
Condiciones. 
 

(II) Ni la República de Colombia, ni el Ministerio de Transporte, ni la 
Aerocivil, ni el Municipio de Medellín, ni el AOH, ni la 
Gobernación de Antioquia, ni el Asesor, ni sus 
representantes, funcionarios, asesores o empleados, ni 
persona alguna que actúe en nombre de cualquiera de ellas, 
tienen responsabilidad alguna hacia el Concesionario o hacia 
cualquier otra persona en relación con el uso de la 
información suministrada al Concesionario con ocasión de la 
Licitación, con excepción de la contenida en el Pliego de 
Condiciones. 

 

(III) El Concesionario ha hecho sus propias averiguaciones, estudios 
y análisis y se considera satisfecho con respecto a todos los 
asuntos pertinentes para tomar su decisión de asumir las 
obligaciones que en virtud de este Contrato se le imponen, al 
igual que los riesgos que se derivan de la condición de 
Concesionario. 

 
(IV) El Concesionario elaboró su propio plan de negocios con 

base en los supuestos que consideró apropiados y con base 
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en ellos presentó la Propuesta Económica que estimó 
conveniente. Dicho plan de negocios no ha sido conocido por 
la República de Colombia, ni el Ministerio de Transporte, ni la 
Aerocivil, ni el Municipio de Medellín, ni el AOH, ni la 
Gobernación de Antioquia, ni el Asesor ni ellos tendrán 
responsabilidad alguna por cualquier disparidad que pueda 
presentarse entre el mismo y los resultados reales de la 
ejecución de la Concesión. En particular, el Concesionario 
reconoce que efectuó bajo su propia responsabilidad las 
proyecciones que consideró convenientes en cuanto a tráfico, 
tarifas, costos de obra, administración, operación y 

mantenimiento, así como las variables macroeconómicas y 

demás aspectos que puedan influir en los resultados 
económicos esperados por el Concesionario. 

 

(V) El Concesionario acepta incondicionalmente la forma de 
remuneración pactada en este Contrato y la encuentra 
suficiente para recuperar su inversión y obtener la utilidad que 
consideró pertinente y, particularmente, se encuentra 

satisfecho con la forma de remuneración de la Obras 
Complementarias. 

 

(VI)  El Concesionario declara conocer en detalle las 
características y las condiciones de operación de cada uno de 
los Aeropuertos. 

 

7. Luego, no es cierta la afirmación contenida en el hecho cuarto 

del libelo demandatorio, en el sentido de que la solidaridad 

reclamada, para ser impuesta en la sentencia, surgía del Contrato 

de Concesión 8000011OK. Quien adquirió frente a ese contrato la 

calidad de obligado solidario por pasiva fue el Operador de 

Aeropuertos que sirvió al Concesionario para acreditar el 

cumplimiento de los requisitos de técnicos y de experiencia dentro 

de la Licitación, y quien asumió de manera incondicional y 

solidaria todas las obligaciones que se le imponían y, por ello, 

como era apenas lógico debía suscribir, como en efecto, lo hizo, 

el contrato de concesión.  

 

Es que, como lo dijo el apoderado de Airplan al descorrer el 

traslado en esta instancia, no puede fundarse la responsabilidad 
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reclamada en el artículo 71 de la ley 222 de 1991 que no solo 

define el concepto de empresa unipersonal sino que en el 

parágrafo consagra la responsabilidad del titular de las cuotas de 

capital y los administradores que hubieren realizado, participado o 

facilitado actos defraudatorios en perjuicios de terceros, los que si 

responderán solidariamente por las obligaciones nacidas de tales 

actos y por los perjuicios causados.  

 

8. Ahora, el recurrente trascribe en el escrito de sustentación el 

siguiente aparte de providencia proferida por la Sala de lo 

Contencioso Administrativo, sección tercera, Subsección A del 

Consejo de Estado del 14 de julio de 2016 Magistrado Ponente 

Carlos Alberto Sambrano Barrera. He aquí lo copiado por el 

apoderado de la parte apelante: 

 

“La Sala considera que el apelante confunde la obligación solidaria o in 

solidum con la responsabilidad solidaria, siendo que se trata de dos 

fenómenos distintos. 

 

“En efecto, la obligación solidaria es aquella en la que se puede hacer 

exigible el total de la deuda a cada uno de los deudores o por cada uno 

de los acreedores (artículo 1568 del C.C.). 

 

“Se trata de una forma de asunción del vínculo jurídico donde las varias 

relaciones unitarias se miran y se tratan como si fueran una sola, entre 

las partes acreedora (solidaridad activa) y deudora (solidaridad pasiva), 

de modo que el objeto se torna artificialmente indivisible. 

 

“La solidaridad puede surgir de la convención[xxxi], del testamento o de 

la ley y debe ser declarada expresamente por los obligados en los 

casos en que la ley guarda silencio. De allí que, en materia civil, la 

solidaridad no se presume (ibidem), contrario a lo que sucede en los 

negocios mercantiles, donde se presume la solidaridad pasiva, por 

virtud de lo dispuesto en el artículo 825 del Código de Comercio.  

 

“En cambio, la responsabilidad solidaria, llamada también solidaridad 

imperfecta[xxxii], no surge de la declaración de la voluntad de las 
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partes que se obligan a través de una convención o por virtud del 

testamento, es decir, no es la misma solidaridad de las obligaciones 

que establece el citado artículo 1568, sino que surge como resultado 

de la sentencia que así la declara (la responsabilidad) y tiene como 

propósito vincular a los coautores del daño resarcible en una relación 

artificialmente indivisible, con el fin de brindar una protección 

extraordinaria a la persona en favor de quien se produce la condena, 

ante el riesgo de insolvencia de alguno de los condenados que se 

erigen en deudores de aquélla, de modo que la responsabilidad 

solidaria surge por pasiva. Esta es la teleología que informa al artículo 

2343 del Código Civil, norma que resulta aplicable en el contexto de la 

responsabilidad por daños en el ámbito extracontractual y contractual.  

 

No obstante, es de anotar que, frente al acreedor los deudores son 

solidariamente responsables por el importe de la obligación, de modo 

que el beneficiario de la sentencia puede cobrar a cualquiera de ellos el 

total, sin consideración adicional; pero, una vez extinguida la obligación 

con el acreedor por el pago o solución de la misma, los varios 

deudores están facultados para definir el alcance y el interés de cada 

uno de ellos en la relación de obligación, de modo que quien satisfizo 

al acreedor puede repetir de los demás deudores lo pagado por la vía 

de la subrogación (artículo 1668, ordinal 3º del C.C.). 

 

“Así, pues, la solidaridad, en este caso, surge de la sentencia y no de 

los contratos que dieron origen a la responsabilidad, como 

equivocadamente lo sugiere el recurrente”.  

 

9. Lo que no dice el impugnante es que 

“las pretensiones formuladas contra Icagel Ltda. y Gel Ltda. tienen 
origen en los contratos estatales (orden de trabajo OJ-0177 de 2000 y 
orden de servicios OJ-0189 de 2000) celebrados por cada una de 
dichas sociedades con el INVÍAS, de modo que la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo es competente para conocer de la 
controversia surgida porque el control que ejerce la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo se extiende a los contratos estatales, por 
mandato del artículo 83 del mismo ordenamiento mencionado en el 
párrafo precedente, en armonía con lo dispuesto por el artículo 75 de la 
Ley 80 de 1993 … Así, pues, la razón por la cual esta jurisdicción 
asumió el conocimiento del presente proceso estriba en que la 
controversia gira en torno a unos contratos estatales que se dicen 
incumplidos”. 
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Pero, en especial, que en la misma sentencia se dijo que la 

obligación en torno a la cual giraba la controversia era la 

accesoria de garantía de estabilidad de la obra y precisamente 

que 

 

“La jurisprudencia de esta Corporación se ha pronunciado sobre este 
tipo de obligaciones de garantía, así[13]: 
 
"Si bien es cierto en el acto de liquidación final del contrato, ya sea por 
mutuo acuerdo de las partes o por decisión unilateral de la 
administración, regularmente se extinguen las relaciones jurídicas entre 
las partes, también lo es que subsisten algunas obligaciones a cargo 
del contratista, el cual pese a haber entregado la obra, los trabajos, o 
los bienes objeto del contrato, responderá no obstante haberse 
liquidado, de los vicios o defectos que puedan aparecer en el período 
de garantía o de los vicios ocultos en el término que fije la ley (art. 2060 
c.c). 
 
"De acuerdo con la legislación contractual, debe éste salir al 
saneamiento de la obra, de los bienes suministrados y de los servicios 
prestados; amparar a la administración de las posibles acciones 
derivadas del incumplimiento de obligaciones laborales o de los daños 
causados a terceros, obligaciones posibles de garantizar con el 
otorgamiento de pólizas de seguros, cuya vigencia se extiende por el 
tiempo que determine la administración de acuerdo con la 
reglamentación legal. De tal manera, que si se presentan vicios 
inherentes a la construcción de la obra, a la fabricación e instalación de 
los equipos y a la calidad de los materiales, surge una responsabilidad 
postcontractual que estará cubierta con las garantías 
correspondientes". 
 

Luego precisó que el contratista es un: 

 

“es un colaborador de las entidades públicas en el logro de los fines 

que éstas persiguen con la contratación y, por lo mismo, cumple una 

función social que, como tal, implica obligaciones (artículo 3 de la Ley 

80 de 1993). Una de tales obligaciones es propender porque el objeto 

del contrato se cumpla y sea de la mejor calidad (artículo 5, numeral 2 

de la Ley 80 de 1993), de modo que cuando el actuar del contratista no 

está orientado a cumplir dichas obligaciones se soslaya el imperativo 

legal y, por consiguiente, resulta responsable de su actuar contrario a 

la ley. 
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“e.- A diferencia de lo que afirman los apelantes, en este caso no se 

juzga el alcance de las obligaciones específicas de los contratos obra y 

de interventoría, pues no es el incumplimiento de éstas lo que genera 

la responsabilidad. Por tal razón, no es de recibo el argumento 

esbozado por los apelantes atinente a que el Tribunal de primera 

instancia les atribuyó responsabilidad a las demandadas por el 

incumplimiento de prestaciones que no se hallaban a su cargo.  

 

“En efecto, la obligación cuyo incumplimiento genera la 

responsabilidad, en este caso, es la accesoria de garantía, la cual se 

activó en el mismo momento en que el puente rehabilitado por Icagel 

Ltda. se desplomó al lecho del río Unete al paso de un vehículo de 

carga, pese a que la obra, como se vio, debió quedar habilitada para 

soportar cargas similares a las del camión de diseño C-40-95, es decir, 

superiores a 53 toneladas, peso al que no llegaba el automotor 

accidentado, como luego se verá.  

 

“De allí que resulte evidente que existieron vicios en la rehabilitación de 

la superestructura y de la infraestructura que impidieron dar el uso 

natural a la cosa sobre la cual recayeron las obras. Conforme a lo 

hasta acá dicho, no pueden los apelantes alegar que la obligación de 

garantía no se hallaba a su cargo o que era excesivo atribuirles 

responsabilidad por obligaciones que no contrajeron, pues la obligación 

de garantizar la estabilidad de la obra surge por virtud de la ley 

(artículos 2060 ordinal 3º del Código Civil[16], 4 ordinal 4º[17] y 26 

ordinal 8º[18] de la Ley 80 de 1993) y, además, se halla ínsita en este 

tipo de contratos.  

 

“Ahora, como ya se explicó atrás, en la responsabilidad que surge 

como consecuencia de la obligación de garantía de estabilidad de la 

obra no interesa la culpa, no se indaga el incumplimiento imputable 

frente al daño causado, porque la indagación puede resultar 

infructuosa. El constructor debe responder por el colapso de la obra, 

porque es garante del resultado que el evento dañoso muestra por sí 

mismo –reitera la Sala-.  

 

“En lo que al interventor concierne, la fuente de la responsabilidad se 

halla consagrada en los artículos 32 (ordinal 1º, inciso segundo) y 53 

de la Ley 80 de 1993[19], los cuales disponen, en su orden:  

 

"ARTÍCULO 32. DE LOS CONTRATOS ESTATALES. (...) "1o. 

Contrato de Obra. "Son contratos de obra los que celebren las 

entidades estatales para la construcción, mantenimiento, instalación y, 
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en general, para la realización de cualquier otro trabajo material sobre 

bienes inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de ejecución y 

pago. "En los contratos de obra que hayan sido celebrados como 

resultado de un proceso de licitación o concurso públicos, la 

interventoría deberá ser contratada con una persona independiente de 

la entidad contratante y del contratista, quien responderá por los 

hechos y omisiones que le fueren imputables en los términos previstos 

en el artículo 53 del presente estatuto ..." (subraya fuera del texto). 

 

“ARTÍCULO 53. DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS 

CONSULTORES, INTERVENTORES Y ASESORES. Los consultores, 

interventores y asesores externos responderán civil y penalmente tanto 

por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de 

consultoría, interventoría o asesoría (sic), como por los hechos u 

omisiones que les fueren imputables y que causen daño o perjuicio a 

las entidades, derivados de la celebración y ejecución de los contratos 

respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones de 

consultoría, interventoría o asesoría" (subraya fuera del texto). Las 

disposiciones transcritas constituyen la fuente de los distintos tipos de 

responsabilidad en que pueden incurrir los interventores, asesores 

externos y consultores. 

 

“En lo que a la responsabilidad civil se refiere, la última de las 

disposiciones prevé que ésta se puede generar no solo por el 

incumplimiento de las obligaciones específicas creadas a través de los 

contratos de interventoría, asesoría o consultoría, sino también por los 

hechos y omisiones que les sean imputables y que causen daño a las 

entidades públicas, derivados tanto de la celebración como de la 

ejecución de los contratos respecto de los cuales ejerzan o hayan 

ejercido labores de interventoría, asesoría o consultoría, lo cual 

significa que el interventor es responsable, entre otras cosas, de los 

perjuicios que experimente la entidad estatal por la defectuosa 

interventoría, en términos de calidad. 

 

“Lo anterior es así, porque entre uno y otro contrato, es decir, entre el 

contrato de interventoría, de asesoría o de consultoría y aquel respecto 

del cual recae la labor intelectual existe un nexo de dependencia 

negocial, es decir, son contratos conexos, vinculados o coligados[20] y 

tal circunstancia tiene una importante repercusión en materia de 

responsabilidad civil. 

 

“En efecto, en este caso específico existe una coligación funcional 

entre el contrato de obra contenido en la orden de trabajo OJ-0177 del 
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11 de agosto de 2000 y el contrato de interventoría contenido en la 

orden de servicios OJ-0189 del 17 de los mismos mes y año, relación o 

coligación que implica que el incumplimiento de las obligaciones 

principales y en algunos casos las accesorias del primero repercutan 

en el segundo. A eso, precisamente, hace referencia el mencionado 

artículo 53 de la Ley 80 de 1993. 

 

 Afirmó más adelante que 

 

“No existe duda que entre el contrato de obra pública y el contrato de 

interventoría existe una coligación funcional e incluso genética. 

 

“En efecto, en los términos del artículo 14, numeral 1, de la Ley 80 de 

1993, las entidades públicas tienen la dirección general y la 

responsabilidad de ejercer el control y vigilancia permanente del objeto 

del contrato; sin embargo, cuando se trata de aspectos técnicos y 

especializados debe valerse del personal idóneo y calificado que 

permita asegurar un correcto seguimiento[25]. 

 

“Precisamente, para efectuar ese seguimiento técnico especializado, 

es decir, para controlar, verificar y exigir que el objeto final se cumpla 

con las especificaciones técnicas y en la forma y tiempo debidos la 

entidad pública debe designar o contratar a un interventor, según 

corresponda. En otras palabras, la interventoría es un medio de control 

administrativo que ejercen las entidades públicas en relación con el 

contratista que funge como colaborador de la administración, para 

garantizar los fines perseguidos con la contratación estatal. 

 

“En los contratos de obra, el interventor es, pues, el representante de la 

entidad pública frente al contratista, en relación con los aspectos que 

requieren conocimientos técnicos, bajo cuya responsabilidad se verifica 

que los trabajos se adelanten conforme a todas las reglamentaciones 

correspondientes, siguiendo los planos, diseños y especificaciones 

realizados por los diseñadores (artículo 4, numeral 24, de la Ley 400 de 

1997, modificado por el artículo 2 de la Ley 1296 de 2008). 

 

“Es por ello que entre el contrato de obra y el contrato de interventoría 

existe una relación de dependencia unilateral o una conexidad 

funcional unilateral que implica que las obligaciones del contrato de 

obra constituyen, precisamente, el objeto del abstracto del contrato de 

interventoría y, en conjunto, las obligaciones de uno y otro están 

orientadas a un fin práctico común. 
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“Tan manifiesta es la relación de conexidad o de dependencia 

unilateral que existe entre uno y otro negocio jurídico que el contrato de 

interventoría solo nace si existe un contrato de obra que deba ser 

objeto de interventoría, las obligaciones específicas del contrato de 

interventoría recaen sobre los trabajos propios del contrato de obra y 

si, por ejemplo, este último termina de manera anticipada, el contrato 

de interventoría carecerá de objeto y, por consiguiente, se extinguirá 

por la desaparición de aquél, de modo que el contrato de interventoría 

depende del contrato de obra y éste predomina sobre el primero , es 

decir, el de interventoría. 

 

“Ahora, lo anterior no significa que todo incumplimiento de las 

obligaciones del contrato obra implique necesariamente el 

incumplimiento de las obligaciones del interventor. Solo cuando el 

incumplimiento de las primeras esté relacionado con el nexo funcional 

que existe con el contrato de interventoría se presentará un 

incumplimiento atado a la coligación negocial y, en tal caso, uno y otro 

contrato deben ser considerados de manera uniforme para efectos de 

la responsabilidad del constructor y del interventor y, por lo mismo, se 

debe evitar escindir la continencia de la causa. Por ejemplo, si el 

contrato de obra es incumplido por defectuosa ejecución del objeto 

contratado, necesariamente ese incumplimiento está relacionado con el 

nexo funcional que lo vincula con el contrato de interventoría, en la 

medida en que el interventor es quien debe velar por que ello no 

ocurra, de modo que, en tal evento, la responsabilidad tanto del 

contratista de la obra como del interventor deben ser analizadas bajo el 

mismo régimen y de manera uniforme.  

 

“Dicho de otra forma, si el constructor incumple una de las obligaciones 

cuya observancia estaba a cargo del interventor y este último no lo 

advierte y, en consecuencia, se genera un daño, uno y otro son 

responsables por el perjuicio que se cause frente al dueño de la obra, 

porque la coligación negocial implica que si el constructor incumple una 

de las actividades que debía vigilar el interventor, necesariamente fue 

porque éste no realizó diligentemente su labor. 

 

“Entonces, si el resultado esperado con el contrato de obra no se 

cumplió fue porque el interventor incumplió la obligación de exigir ese 

resultado al contratista de la obra y ello se traduce en el incumplimiento 

de las obligaciones que conciernen al interventor o derivadas del 

contrato de interventoría, por la conexidad funcional que existe entre 

uno y otro negocio jurídico, de modo que no es de recibo el argumento 
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esbozado por Gel Ingenieros Consultores Ltda., según el cual el 

Tribunal de primera instancia desconoció los límites de las obligaciones 

del consultor, pues no es válido, desde ningún punto de vista, que el 

encargado de verificar que la obra se ejecutara correctamente alegue 

que no es responsable, porque formalmente cumplió sus obligaciones, 

cuando materialmente los hechos revelan todo lo contrario.” 

 

10. Por manera que no se trata, como pretendieron los 

recurrentes cuando citaron la anterior providencia, que 

simplemente el juez sin tener en cuenta marco normativo alguno 

establezca solidaridad entre los contratantes que celebran 

contratos independientes con la entidad pública o particular en 

este caso. Siempre, como lo dijo el apoderado de Airplan S.A. al 

descorrer el traslado en esta instancia, sea cual sea la figura que 

el apelante pretendía que se aplicara, responsabilidad solidaria 

contractual, solidarismo o cualquiera otra, presupone la prueba de 

un contrato entre cada uno de los demandantes y Airplan, lo que 

no está probado en el proceso, la que dicho sea de paso tampoco 

surge de las comunicaciones recibas por la concesionaria y 

remitida a Ingelel. 

 

En efecto, el 9 de diciembre de 2014 las personas morales 

codemandantes simplemente le manifestaron que 

“Respetuosamente nos permitimos solicitar su intervención 

para que la empresa Construcciones y Proyectos CA SAS, … 

Tenga a bien cancelar los haberes correspondientes a 

trabajos realizados con la retroexcavadora Newholland 

LB75B placa FYK08B. Desde el día 20/10/2014…Lo anterior en 

vista de la negligencia y desconsiderada actitud por parte de 

esta empresa ante nuestra solicitud de pago”. 
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Airplan remite a Ingelel la comunicación recibida por aquella 

empresa “presunto contratista de alquiler de maquinaria 

pesada que le fueron contratados para algunas actividades 

en el aeropuerto Olaya Herrera de Medellín, para que dentro 

del término de 5 días presente, si bien el paz y salvo de dicho 

contrato, junto con las certificaciones de pago o un acuerdo 

de pago”.   

 

11. En conclusión, se confirmará el fallo recurrido y dado el 

resultado de recurso de condena en costas a la parte actora 

impugnante. 

V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta Civil de Decisión del 

Tribunal Superior de Medellín, administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia 

proferida el 13 de diciembre de 2021, por el Juzgado Primero Civil 

del Circuito de Oralidad de Medellín, dentro del proceso verbal de 

responsabilidad civil contractual que promovieron los impugnantes 

en contra de Construcciones y Proyectos C.A. S.A.S., Ingelel 

S.A.S. y Airplan S.A. Costas en esta instancia a cargo de los 

recurrentes.  

 

Proyecto discutido y aprobado en sesión 041 de la fecha 

 

NOTIFIQUESE 

 

 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

Magistrado 
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continúan firmas radicado 05001 31 03 001 2019 00163 01. Confirma 

 

 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 

 

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

Magistrada 

 


